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I. OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Vista la sustentación del recurso de apelación allegada por la parte demandada, 

procede la Sala a resolver el interpuesto por ese extremo de la litis contra la sentencia 

proferida el 26 de noviembre de 2020 en el Juzgado Cuarto de Familia de Manizales, 

dentro del proceso de Cesación de Efectos Civiles de Matrimonio Católico promovido por 

la señora María Patricia Arango Vélez en contra del señor Jorge Enrique Mafla.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. La Demanda: Con escrito presentado el 27 de julio de 2018, la señora María 

Patricia Arango Vélez solicitó declarar la cesación de los efectos civiles del matrimonio 

católico contraído el 8 de junio de 1987 con el señor Jorge Enrique Mafla, invocando 

como causales las 1, 2 y 3 del artículo 154 del Código Civil, modificado por el artículo 

6 de la Ley 25 de 1992, a efectos del decreto de las disoluciones y liquidaciones de 

rigor; igualmente para que se tenga a su esposo como cónyuge culpable con la 

consecuente fijación de cuota alimentaria a su favor.  

 

En sustento de sus reclamaciones, expuso que en la fecha antes citada contrajeron 

nupcias, y de tal unión procrearon tres hijos mayores de edad actualmente1. Para el 

momento de impetrar la demanda, el señor Jorge Enrique Mafla sostenía relaciones 

sexuales extramatrimoniales y había abandonado el hogar en recientes fechas, 

sustrayéndose de las obligaciones de cuidado, socorro y ayuda mutua, pese a las 

graves afecciones de salud por ella padecidas, además de recibir constantes insultos y 

maltratamientos de obra en las pocas ocasiones que el demandado se acercaba al 

hogar. 

 

Sobre la manutención, afirmó que durante la vida común el único ingreso fue lo aportado 

por el señor Jorge Enrique en su calidad de pensionado de las fuerzas militares, quien 

luego de ausentarse de la vivienda continuó suministrándole, aunque a fuerza de ruego, 

$500.000 mensuales para los diversos gastos; suma que se tornaba variable e 

insuficiente para suplir los gastos propios de la mujer, que superaban el millón de pesos.  

 

Frente a los malos tratos, indicó en la subsanación que, por ejemplo, el 9 de agosto de 

2017, luego de una fuerte discusión, el señor Jorge Enrique la amenazó de muerte 

                                                           
1 Pese a que en la demanda se anuncian tres hijos mayores, Gladys Johana, Jhon Freyman y Jessica Yecenia, en la 

totalidad de documentos adjuntos se desprende que son 4, incluida la señora Sandra Viviana Mafla Arango. 
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indicándole que le arrojaría ácido y depositaría su cuerpo en un lugar donde nadie 

pudiera hallarla, advirtiéndole que entre tanto sería amable con ella delante de las 

personas ajenas a su relación. También recordó los eventos que llevaron a la emisión 

de medidas de protección en su favor, adoptadas por la Comisaría Tercera de Familia 

de Manizales en enero de 2014. 

 

2.2. La Réplica: Tras admitirse la demanda2, el señor Jorge Enrique Mafla, a través de 

su mandatario, respondió, acotando que en realidad se separaron concertadamente 

desde el año 2014, por lo que no podría entenderse configurado el abandono del hogar, 

menos aún si hasta el momento se hallaba cumpliendo las obligaciones monetarias 

como informaba la misma convocante.  

 

Coadyuvó las pretensiones de la demandante en cuanto a la cesación de los efectos 

matrimoniales, más se opuso a la declaratoria de culpabilidad proponiendo como 

excepciones: (i) “Inexistencia de los hechos narrados en la demanda como fundamento 

de las causales de divorcio”; (ii) “La separación de cuerpos es la única y verdadera 

causal para que se decrete la cesación…”; (iii) “Temeridad y mala fe de la demandante 

y su apoderada”; y (iv) “Todo hecho que resulte probado y que constituya una 

excepción que desestime las pretensiones formuladas en la demanda”. 

 

2.3. La Reconvención: Amparado en sus elucubraciones anteriores, el togado de la 

pasiva presentó demanda de reconvención persiguiendo que se declarara como única 

causal la separación de cuerpos superior a dos años, suscitada según se dijo en el 

2014, a efecto de lo cual citó como testigo a sus dos hijas Gladys Johana y Sandra 

Viviana Mafla Arango, al igual que a los señores Jhoan Alonso Rodríguez Quintero y 

Luz Nelly Zuluaga Arenas3.  

 

2.4. Réplica a la Reconvención: Para contrariar los argumentos del demandado 

inicial, la apoderada demandante señaló que no era cierta la presunta separación 

acaecida en 2014, pues, si bien para la época la relación presentaba diversas 

problemáticas, como las que llevaron a la medida de protección citada, continuaron 

conviviendo bajo el mismo techo hasta agosto de 2017, al punto que en 2016 viajaron 

como familia, en compañía de una de sus hijas y el esposo de esta, a la ciudad e 

Bogotá para gestionar la visa norteamericana y emprender un viaje que se concretó en 

octubre de ese año, al cual no pudo asistir la señora María Patricia puesto que el día 

anterior presentó una crisis de salud que la obligó a permanecer en el país.  

 

Sobre el afecto y demás circunstancias, indicó que, si pese a los inconvenientes en 

desarrollo de la vida marital, no finiquitó la vida común anteriormente, fue gracias a que 

el señor Jorge Enrique manifestó siempre su intención de cambio. 

 

Propuso como excepciones para enervar la reconvención: (i) “Inexistencia de 

documentos y hechos que prueben la mencionada separación del año 2014.”; (ii) 

“Inexistencia de la acción deprecada”; y (iii) “Mala fe del demandante en reconvención 

y demandado inicial”. 

 

                                                           
2 Se inadmitió en auto del 17 de agosto de 2018 y, tras la subsanación, se admitió el 4 de septiembre de 2018.  
3 Reconvención admitida el 19 de junio de 2019.  
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2.5. La Sentencia: Tras recaudar los elementos suasorios del caso, cuyo contenido se 

relacionará en el acápite de consideraciones, el a quo, mediante sentencia del 26 de 

noviembre de 2020, declaró imprósperas las excepciones presentadas por el señor 

Jorge Enrique Mafla, al igual que su demanda de reconvención, decretando por tanto 

la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico, al concurrir las tres causales 

invocadas por la libelista (Las relaciones sexuales extramatrimoniales, el grave e 

injustificado incumplimiento de las obligaciones conyugales, y los ultrajes o 

maltratamientos) de las que declaró culpable al demandado. Se fijó la residencia 

separada y se estableció como cuota alimentaria en favor de la demandante, el 30% 

de la pensión recibida por el señor Mafla; se declaró también la disolución y liquidación 

de la sociedad conyugal.  

 

2.6. La Apelación: No conforme con la decisión, el demandado apeló, cifrando su 

disenso en que la declaratoria de causales subjetivas de divorcio, obedeció a un “acto 

de fe” del juzgador primigenio, quien se limitó a citar en su literalidad las 

manifestaciones de los declarantes, sin efectuar el ejercicio lógico que, bajo las reglas 

de la sana crítica lo llevaran a concluir generados eventos como la infidelidad, el 

abandono del hogar o el maltrato, lo que conducía a la incursión en diversas falacias 

que obligaban la variación de fallo para especificar que la única razón del divorcio era 

la separación de cuerpos superior a 2 años, toda vez que, recordó, se apartó del hogar 

común desde el año 2014. 

 

En lo referente al maltrato, se dolió de tener como prueba las diligencias penales que 

adelanta el ente persecutor por unas lesiones personales presuntamente infligidas en 

el año 2020, toda vez que los medios suasorios se arrimaron de manera extemporánea 

y se introdujeron de oficio por el juzgador, afectando la imparcialidad que debía reflejar.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Problema Jurídico 

 

Encontrando que los presupuestos (procesales) están reunidos, que no se observa 

causal de nulidad para invalidar lo actuado y que no es necesario hacer alusión expresa 

en relación con lo previsto por el artículo 280 del C.G.P, compete a la Sala con el límite 

impuesto en el artículo 328 de la misma obra, establecer si la única causal de divorcio 

que aconteció en este caso, fue la separación de cuerpos superior a dos años según lo 

requirió desde un principio el demandado; o si, como depuró el juez de instancia, 

acontecieron otras de carácter subjetivo que obligaban a declarar como cónyuge 

culpable al señor Jorge Enrique Mafla.  

 

3.2. Tesis de la Sala 

 

Delanteramente, la Sala anuncia que no le asiste razón al recurrente cuando afirma 

que el único motivo para decretar la cesación de los efectos civiles de su matrimonio 

católico con la señora María Patricia Arango Vélez, fue la separación de cuerpos 

superior a dos años; toda vez que no logró la parte pasiva desvirtuar que, conforme lo 

afirmó la actora, la vida común de los esposos perduró hasta el año 2017, más emergen 

acreditadas otras causales de índole subjetivo como las introducidas en los numerales 

2 y 3 del artículo 154 del Código Civil, que no la contenida en el numeral 1 ibídem; 
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aspecto último que no obsta para que se conserve la declaratoria de culpabilidad, como 

se explicará en lo sucesivo. 

 

3.3. Supuestos jurídicos 

 

3.3.1. Ha de entenderse el matrimonio como el vínculo en virtud del cual “un hombre y 

una mujer se unen con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente”,- 

art.113 C.C.- que es susceptible de disolución y cesación de sus efectos civiles, en 

tratándose de los celebrados por ritos religiosos, cuando se configuran cualquiera de las 

causales establecidas en el artículo 6 de la Ley 25 de 1992,  entre la cual se encuentran: 

“1. Las relaciones sexuales extramatrimoniales de uno de los cónyuges”, “2. El grave e 

injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes que la 

ley les impone como tales y como padres”, “3. Los ultrajes, el trato cruel y los 

maltratamientos de obra”, y “8. La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya 

perdurado por más de dos años”, última que se ha instituido en concepto de la doctrina 

y la jurisprudencia como de naturaleza objetiva y autónoma, esto es, que una vez 

establecido que los consortes hubieran permanecido separados de hecho durante el 

tiempo señalado, se abre paso la declaratoria del divorcio o la cesación de efectos civiles 

del matrimonio, con independencia que el solicitante hubiera sido o no el cónyuge 

culpable de la ruptura del vínculo matrimonial. 

 

No obstante, la naturaleza de esa causal, no se excluye por parte del juez la 

determinación de la culpa en el consorte que dio lugar a la separación marital o el estudio 

sobre la convergencia de otras causales como las tres primeras citadas que ostentan 

una naturaleza subjetiva, pues de conformidad con el numeral 4 del artículo 411 del 

C.C., el criterio para la imposición del deber de alimentos que determina el art. 389 del 

C.G.P. es la culpa y no el silencio o no de quien no ha dado lugar a la ruptura matrimonial; 

siendo preciso sí que se peticione correctamente, como se vio, generando a su vez la 

posibilidad de réplica por la contraparte (Corte Constitucional C 1485 de 2000 y de esta 

Corporación Sentencias del 2 de agosto de 2012 con ponencia de la Suscrita, Rad. 

2011-00322-01; del 30 de septiembre de 2015 rad 2014-369 M.P Dra. Sofy Soraya 

Mosquera Motoa y 2 de junio del 2016 rad 2014-61-02 M.P. Roberto Chaves Echeverri). 

 

La Corte Constitucional afirmó, al analizar la exequibilidad de la expresión “...de 

hecho...” contenida en el ordinal 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, lo siguiente: 

 
“3.2. Elegir una causal objetiva no obliga al otro a renunciar de los efectos 

patrimoniales propios de la disolución del vínculo matrimonial. 

(…) 

 

“Empero, el hecho de que uno de los cónyuges, en ejercicio de su derecho a la 

intimidad, invoque una causal objetiva para acceder al divorcio, no lo faculta para 

disponer de los efectos patrimoniales de la disolución, de tal manera que, cuando el 

demandado lo solicita, el juez debe evaluar la responsabilidad de las partes en el 

resquebrajamiento de la vida en común, con miras a establecer las consecuencias 

patrimoniales. 

 

“Lo anterior por cuanto es el inocente quien puede revocar las donaciones que por 

causa del matrimonio hubiere hecho al cónyuge culpable -artículo 162 C.C.-;  y a 

favor de aquel y a cargo de quien dio lugar al rompimiento subsiste la obligación 
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alimentaria, de tal manera que no pronunciarse respecto de la demanda de 

reconvención que inculpa al demandante, como omitir decidir respecto de su 

defensa, cuando este pronunciamiento se demanda para establecer las 

consecuencias patrimoniales de la disolución del vínculo, no solo resulta contrario al 

artículo 29 de la Constitución Política sino a los artículos 95 y 229 del mismo 

ordenamiento por cuanto, el primero obliga a todas las personas a respetar los 

derechos ajenos y a no abusar de los propios, y el segundo le garantiza a toda 

persona el acceso a un pronta y cumplida justicia. 

(…) 

 

“De tal manera que si la causa de divorcio tiene consecuencias patrimoniales, 

vinculadas con la culpabilidad de las partes, así el demandante opte por invocar una 

causal objetiva para acceder a la disolución del vínculo, el consorte demandado está 

en su derecho al exigir que se evalúe la responsabilidad del demandante en la 

interrupción de la vida en común. Empero, al parecer de la Corte este derecho no lo 

desconoce la norma en comento, puesto que no por el hecho de establecer una 

causal objetiva el juez debe hacer caso omiso de la culpabilidad alegada por el 

demandado, cuando otras disposiciones lo obligan a establecer los efectos 

patrimoniales de la disolución acorde con la culpabilidad de las partes y por cuanto 

el estatuto procesal civil diferencia, por el trámite, la invocación del divorcio por 

mutuo acuerdo -jurisdicción voluntaria- y el divorcio por las otras causales sujeto al 

procedimiento abreviado -artículo 427 C. de P.C.-. Además cuando hay contención 

se admite la reconvención -Artículo 433 del C. de P.C.- y el juez está obligado a 

resolver respecto de la disolución del vínculo y del monto de la pensión alimentaria 

que uno de los cónyuges deba al otro -artículo 444 C.P.C.-, asunto que -como se 

dijo-, se deriva de la culpabilidad de los cónyuges en la causa que dio origen al 

divorcio. 

  

“De tal manera que si, como lo afirma el actor y lo corrobora la ciudadana 

coadyuvante, en los asuntos de divorcio cuando media la separación de hecho por 

más de dos años, los jueces no se pronuncian respecto de la culpabilidad o inocencia 

de los cónyuges, estos estarían incumpliendo su obligación constitucional de 

administrar justicia, si dicho pronunciamiento se requiere para determinar los efectos 

patrimoniales de la decisión, empero, las falencias en la aplicación de la ley no 

pueden ser esgrimidas como cargos de constitucionalidad, porque sabido es que a 

la Corte no le corresponde analizar la aplicación correcta de la ley sino confrontar 

las disposiciones controvertidas con el ordenamiento constitucional y, así valorada, 

la expresión "o de hecho" no debe ser retirada del ordenamiento por cuanto permite 

a uno de los cónyuges, en presencia de una objetiva ruptura de la comunidad de 

vida, invocar la disolución del vínculo y, conforme con las disposiciones que la 

complementan -artículos 160, 162 C.C., 427, 433 y 444 del C. de P.C.-, autoriza al 

demandado, si así lo desea, para intervenir en el asunto y probar la culpa del actor, 

con miras a obtener una sentencia que lo faculte para revocar las donaciones y 

disponga a su favor una pensión alimentaria”. 4  

 

3.3.2. De otro lado, sobre las obligaciones y derechos conyugales, establecen los artículos 

176 a 178 del Código Civil algunos de los menesteres y derechos de los cónyuges, siendo 

estos la fidelidad y ayuda mutua, la dirección conjunta del hogar y la cohabitación; 

anotándose, frente a la última, que “Salvo causa justificada, los cónyuges tienen la obligación 

                                                           
4 Sentencia C-1495/00 C. Constitucional. M. P. Álvaro Tafur G. 
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de vivir juntos y cada uno de ellos tiene derecho a ser recibido en la casa del otro.” Al 

respecto, cabe precisar que de presentarse situaciones que obliguen a la separación de 

cuerpos no concertada, necesario se torna acudir ante el juez respectivo para obtener la 

autorización tratada en el Parágrafo del artículo 388 del Código General del Proceso, so 

pena de ser viable la condena como culpable al cónyuge que, sin agotar dicho 

procedimiento, cese el deber de cohabitación.  

A tenor de lo reglado en el artículo 17 de la Ley Primera de 1976, “La separación de cuerpos 

no disuelve el matrimonio, pero suspende la vida en común de los casados…”, siendo 

los únicos deberes que subsisten tras su acaecimiento, los de la crianza y cuidado 

frente a los hijos, y el de alimentos en lo que respecta al cónyuge necesitado. También 

ha de recordarse que se presume cesada, cuando de manera expresa o tácita se 

reanudan los elementos propios de la convivencia o aquellos que estructuran la vida 

marital. 

Sobre la fidelidad, recuérdese que su teleología impide a los cónyuges sostener relaciones 

de índole sexual -en las que se incluyen conductas como besos o caricias lascivas- con 

personas distintas de la pareja, mientras subsista el vínculo, situación que encuentra su 

origen en el carácter excluyente y único del matrimonio, y que engendra otra de las causales 

para ponerle fin como es la primera de las establecidas en el artículo 156 del Código Civil, 

con sus modificaciones.  

A efectos de estudiar el maltrato invocado por la cónyuge en el de marras, es ineludible traer 

a colación las previsiones de la Ley 1257 de 2008, cuyo artículo 2 define en su primer inciso 

la violencia contra la mujer como: “…cualquier acción u omisión, que le cause muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su 

condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 

arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado.”, 

concepto que se deriva de los múltiples mecanismos internacionales suscritos por el 

país para erradicar toda forma de violencia o abuso de los que históricamente han 

afectado a las mujeres en el territorio nacional, verbigracia la Declaración sobre la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer -1967-; la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer-1981-; la 

Declaración Sobre la Eliminación de la Violencia en Contra de la Mujer -1993-; y la 

Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer -Beijing, 1995-. 

En lo concerniente a la prueba de tales situaciones, son diversas las precisiones que han 

efectuado los diversos tribunales del orden nacional, importando al de marras traer a colación 

lo conceptuado por la Corte Constitucional, en cuyo sentir: “La violencia psicológica a 

menudo se produce al interior del hogar o en espacios íntimos, por lo cual, en la mayoría 

de los casos no existen más pruebas que la declaración de la propia víctima.”5 

Es por ello que la jurisprudencia clama la aplicación de la denominada perspectiva de 

género en aquellos casos donde, en cualquiera de las jurisdicciones, se invoque la 

ocurrencia de hechos que violenten la integridad de la mujer en sus diversas esferas, 

puesto que: “…la violencia psicológica y doméstica que ocurre en el hogar tiene una 

dificultad probatoria muy alta si se verifica desde los parámetros convencionales del 

derecho procesal, debido a que el agresor busca el aislamiento y el ocultamiento de los 

                                                           
5 Sentencia T-967 de 2014. MP: Gloria Stella Ortiz Delgado.  
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hechos violentos. Por tanto, es claro que las víctimas de tales agresiones tienen como 

única posibilidad de protección abrir los espacios de intimidad familiar a sus más 

allegados. En esa medida, desde una perspectiva de género, es necesario que los 

operadores de justicia, empleen la flexibilización de esas formas de prueba, cuando se 

denuncia la violencia al interior del hogar.”6 

Es claro entonces que  la determinación de factores conductuales en los cónyuges que 

hubieren influido en los hechos que estructuran la separación, se circunscribe a la 

esfera de la subjetividad, debiéndose acotar lo dicho por la Corte Constitucional al 

abordar la exequibilidad del canon anterior, consistente en que “Las causales 

subjetivas conducen al llamado divorcio sanción porque el cónyuge inocente invoca la 

disolución del matrimonio como un castigo para el consorte culpable, mientras que las 

causales objetivas llevan al divorcio como mejor remedio para las situaciones vividas.”7  

 

Pertinente es, por último, invocar la conclusión obtenida en la providencia precedente, 

en cuyo decir el término de un año contado a partir del enteramiento o la ocurrencia de 

los hechos, según sea el caso, ha de entenderse como condicionalmente exequible; 

en tanto este solo opera para reclamar la imposición de las sanciones matrimoniales a 

que hubiere lugar, más no para solicitar el divorcio que, como se sabe, podrá 

deprecarse en cualquier tiempo.   

 

3.4. Caso concreto 

 

3.4.1. Abordando las particularidades que ofrece el caso, es evidente que el primer 

menester de la Sala se circunscribe a determinar si, como alude el recurrente, la causal 

exclusiva que abría paso a la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico 

contraído en 1987 con la señora María Patricia Arango Vélez, fue la separación de 

cuerpos superior a dos años contenida en el numeral 8 del artículo 154 del Código Civil, 

modificado por el artículo 6 de la Ley 25 de 1992, como quiera que, según su decir, de 

mutuo acuerdo cesó la convivencia con aquella desde el año 2014, momento a partir del 

cual fijó su residencia separada.  

 

Para depurar ese aspecto, basta acudir a las declaraciones de parte rendidas por ambos 

cónyuges en febrero de 2020, cuando la señora María Patricia Arango Vélez confesó 

que en el año 2014, de facto, por mutuo acuerdo y ante los enfrentamientos que 

condujeron a la medida de protección adoptada por la Comisaría Tercera de Familia de 

la ciudad, resolvieron que el señor Jorge Enrique Mafla se retiraría de la vivienda, 

situación que fue corroborada por este, aunque con algunas precisiones que pasan a 

estudiarse. 

 

También afirmó la demandante que, pese a lo anterior, hasta el año 2017 el esposo 

continuó visitándola con gran frecuencia, participando de la vida familiar y cumpliendo 

los demás deberes como cabeza del hogar que conformaban, verbigracia el suministro 

de alimentos, pago de facturas y cuidado de los nietos, siendo ejemplo de ello los 

diversos viajes emprendidos en 2016 y 2017 para obtener la visa norteamericana y 

desplazarse a los Estados Unidos, como no pudo hacerlo en razón a una crisis de sus 

patologías que aconteció antes del vuelo; situación frente a la cual advirtió el demandado 

                                                           
6 Ibídem.  
7 Sentencia C-985 de 2010. MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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que, si sufragó las gestiones del visado, fue por mera solidaridad y a petición de una de 

sus hijas, y si la señora María Patricia no viajó, fue debido a que carecía de recursos y 

debía quedarse cuidando a una de sus nietas, obedeciendo su desplazamiento hasta 

Rionegro- Antioquia, de donde partirían a EEUU, a la intención de “ver a su hija hasta el 

último momento” [Sic] y, aunque pernoctaron en una misma habitación de hotel la noche 

antes, fue porque no existían otras disponibles donde se hospedaron. 

 

La precisión sobre ese evento, es importante para dilucidar si, en efecto, no obstante la 

separación de cuerpos pactada en 2014 y no presentada ante el juez de conocimiento 

como mandan las disposiciones del Código Civil, fue radical de tal suerte que ostentara 

la virtud de estructurar la causal de divorcio que alega la pasiva como única acontecida 

en el de marras; hipótesis que encuentra una respuesta negativa al contrastar otros 

elementos de juicio allegados a esta causa, verbigracia las fotografías8 del momento en 

que se hallaban prestos a partir rumbo a los Estados Unidos, donde se aprecia a la 

pareja en gran cercanía y actitud familiar, y lo probado de la permanencia en una misma 

habitación de hotel que, bajo las reglas de la sana crítica, permite deducir la continuidad 

de la relación marital más allá del 2014, situación última que no se torna racional si el 

trato hubiese cesado en ese mismo año, aún bajo la curiosa acotación sobre la 

disponibilidad de habitaciones. 

 

Dicho lo anterior, puede la Sala afirmar sin asomo de dudas que, prescindiendo de lo 

suscitado en el año 2014, cuando efectivamente el señor Jorge Enrique Mafla adoptó 

como vivienda el apartamento ubicado en el barrio Alférez Real de la ciudad de 

Manizales, la relación de este con la señora María Patricia Arango Vélez continuó 

ostentando las características básicas del matrimonio, al punto que para la totalidad de 

los testigos que sobre ese aspecto pudieron dar información - Elizabeth Mejía Madrid, 

Liliana Marcela Vargas y Sandra Viviana Mafla Arango-, el vínculo y la familia 

engendrada perduró hasta el año 2017, observándose entre ese mojón de tiempo al 

esposo con regular frecuencia en casa de la dama, donde incluso le “arreglaban la ropa”, 

como de manera espontánea informaron aquellos. 

 

Por tanto, tratándose de una demanda impetrada en el año 2018, es claro que la 

presunta separación de cuerpos superior a dos años como causal objetiva única para 

cesar los efectos del matrimonio católico, no tiene cabida, toda vez que, se insiste, 

aunque ciertamente en 2014 el demandado adoptó como residencia el apartamento del 

barrio Alférez Real, continuó sosteniendo una relación de afecto y cercanía con la señora 

María Patricia, cuanto menos, hasta el año 2017, de tal suerte que frecuentaba con 

sistematicidad su domicilio y la socorría en aspectos como los monetarios, 

preservándose fiel a la relación como se explicará en lo sucesivo, según aceptó en la 

declaración de parte. 

 

3.4.2. Depurado que no tuvo lugar la hipótesis blandida por el extremo pasivo en la 

contestación y la demanda de reconvención presentada, se impone estudiar si 

acontecieron eventos como la infidelidad, el grave e injustificado incumplimiento de los 

deberes maritales y el maltrato reclamado por el artículo 154 del Código Civil, pues de 

hallarse estructurado siquiera uno, hay paso a convalidar la cesación ordenada en 

primer grado y la declaratoria de culpabilidad allí sentada.  

                                                           
8 Fls. 132 y 133 como también 145 y 146 del expediente.  
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3.4.2.1. Sobre la infidelidad, comparte esta Colegiatura las apreciaciones del togado 

recurrente en cuanto  la insuficiencia y poco análisis que de las pruebas arrimadas a ese 

respecto, toda vez que no fueron distintas al decir de la demandante en cuanto a tener 

conocimiento de las relaciones afectivas que el señor Jorge Enrique sostenía con otras 

mujeres como las señoras Adriana Clemencia Salgado Rojas y Alexandra Payaneme; 

afirmación que, no obstante encontrarse respaldada con el testimonio de su hija Sandra 

Viviana Mafla, ninguna certeza inducen a la Sala sobre la real consumación de actos 

sexuales o lascivos del esposo con estas, que contrariaran las afirmaciones del 

implicado en cuanto a tratarse de meras amigas con las que no trascendió al plano 

íntimo, evento que sirve también a la Corporación para afirmar, como se hizo 

anteladamente, que se preservó fiel al vínculo marital.  

 

Esta conclusión, se ve reforzada con las declaraciones de los señores Johan Alonso 

Rodríguez Quintero y Luz Nelly Zuluaga Arenas, vecinos del demandado, quienes 

refirieron no conocerle parejas a éste o ver allí personas diferentes a una de sus hijas y 

la nieta. 

 

3.4.2.2. Distinto ocurre con el incumplimiento de algunos deberes que la ley civil imponía 

al señor Mafla en su calidad de esposo, habida cuenta que, si bien continuó asistiendo 

a la señora  María Patricia económicamente incluso después de la ruptura total suscitada 

en 2017, a partir de allí se sustrajo de manera injustificada de otros menesteres como la 

ayuda o el socorro mutuos en aspectos diferentes al monetario, afirmación que se 

obtiene, de un lado, con los testimonios dados por los seres más cercanos a ambas 

partes -concretamente la hija Sandra Patricia Mafla Arango- quien fue clara al indicar 

que, a partir del año dicho, el señor Jorge Enrique decidió establecer una vida individual 

alejado de quien seguía siendo su esposa, y de otro, con la ostensible actitud evasiva y 

desinteresada del demandado al declarar sobre el punto, cuando afirmó que su pareja 

padecía solo enfermedades leves como dolores de cabeza y desconocía si sufría alguna 

adicional, lo cual contrasta con la historia clínica adosada donde se aprecia que de 

tiempo atrás la señora padecía afecciones crónicas, graves y continuadas como 

“Obesidad no Especificada; Hipertensión Arterial; Síndrome Seco; Apnea del Sueño; 

Trastorno Depresivo Recurrente; Degeneración Grasa del Hígado y Linfedemia”, que 

requerían un constante acompañamiento de quien, desde 1987, decidió convertirse en 

su compañero de vida.  

 

Ello sin olvidar que, ante las afirmaciones de la gestora y su hija testigo en cuanto a la 

sustracción sistemática que de los deberes monetarios estaba haciendo el señor Jorge 

Enrique recientemente, nada concreto dijo o probó éste, antes bien, es apreciable que 

en el afán de acreditar que la única presunta causal de separación fue el distanciamiento 

radical desde el 2014, aportó respuestas evasivas pero no se atrevió a negar de manera 

rotunda que suministrara tales gastos, así fuera de manera irregular, dando visos de 

hacerlo efectivamente, como afirmaron sin asomo de dudas la parte activa y seres 

cercanos a ambos que dieron sus declaraciones en este asunto. 

 

 3.4.3. Resta acrisolar si tuvo lugar el maltrato invocado al interior del libelo presentado 

por la señora María Patricia Arango Vélez, como una de las principales causas para 

poner fin al vínculo marital que la unía al señor Jorge Enrique Mafla, evento que obliga 

a analizar con detenimiento el caudal suasorio y las declaraciones que al respecto 

aportaron las diversas personas llamadas en la causa.  
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3.4.3.1. La señora Elizabeth Mejía Madrid, sobrina de la demandante, indicó que en los 

primeros años de matrimonio, la pareja permaneció en el barrio La Sultana de Manizales, 

en casa de la progenitora de la señora María Patricia, lugar donde residía la testigo, por 

lo cual presenció diversos escándalos y problemas que desde la fecha eran latentes en 

la relación, siendo los últimos inconvenientes de los que tuvo conocimiento por boca de 

su tía, los suscitados en relación con la crianza de los hijos y la cobertura de las 

enfermedades padecidas por ella. Relató que, en alguna ocasión, le manifestó 

preocupada que Jorge Enrique la había amenazado con arrojarle líquidos corrosivos, y 

detalló episodios de maltrato recurrente para con ella y los hijos, con quienes la relación, 

por tanto, no era de gran afecto. 

 

3.4.3.2. La señora Liliana Marcela Vargas, vecina de la pareja en el barrio Fanny 

González de Manizales, informó que, no obstante trasladarse de allí hace 

aproximadamente 11 años, continuaba frecuentando cada 8 o 15 días la vivienda, 

aunque con el propósito exclusivo de visitar a quien, por demás, era su madrina, la 

señora María Patricia, pues desde un principio evidenció el descontento del señor Jorge 

Enrique cuando acudía a dialogar con aquella, anotando de manera literal que: “yo 

llamaba a Patricia ¿su esposito está? Ella me decía – no Marce, puede venir-“.  

 

Tras ahondar en el carácter notoriamente agresivo del esposo, narró como en alguna 

ocasión, aunque pretérita, se encontraba trabajando con ella en la preparación de 

alimentos que proveían al Batallón de la ciudad, donde laboraba el señor Mafla, cuando 

de repente se escucharon reclamos y gritos en la primera planta de la vivienda, a lo que 

su amiga le indicó que permaneciera en el lugar, no bajara “escuchara lo que 

escuchara”, pues ella se debía encargar. Luego de esto, apareció la señora María 

Patricia con algunas lesiones provocadas por lanzársele un casco militar, siendo ello 

ocasión para cuestionarle por qué no ponía fin a esa relación, ante lo cual respondió la 

demandante que permanecería en ella por sus hijos y las manifestaciones del esposo 

en cuanto a querer cambiar.  

 

3.4.3.3. De importancia capital resulta citar diversos apartes del testimonio vertido por la 

señora Sandra Viviana Mafla Arango, al que la Colegiatura dará plena credibilidad, pues 

no obstante ser hija de las partes, es precisamente esa cercanía la que torna idóneo su 

conocimiento de primera mano sobre los hechos acaecidos en el de marras, sin que 

pueda afirmarse que carezca de imparcialidad, toda vez que el grado de consanguinidad 

es el mismo respecto de los dos extremos de la litis y no se aducen generadas 

situaciones que pudieran afectar su criterio. 

 

Tal declarante, señaló que desde que tenía uso de razón, fue testigo de los malos tratos, 

verbales y físicos, que su padre infligía no solo a su madre sino también a ella y sus 

hermanos, recordando como lamentable anécdota que: “…yo tenía cuatro años, yo me 

acuerdo una vez él iba a tirar a mi hermana la que no pudo asistir a esta audiencia, 

Gladis Johana9, ella tenía mesecitos, recién nacida, él la iba a tirar por unas escalas, 

hizo un escándalo él tiró los muebles por la puerta y mi mamá se voló por la parte trasera 

de los patios”. 

 

                                                           
9 Por motivos de conectividad según se constata en el acta de la diligencia.  
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Ya en el año 2017, fue testigo de un grave altercado iniciado entre sus progenitores, en 

el que resultó afectado verbal y emocionalmente su hermano Jhon Freyman Mafla 

Arango, a quien su padre le indicó que era un “bastardo” y a partir de allí decidió cesar 

su relación con éste, como también mantenerse al margen de lo ocurrido en la familia. 

Relató con angustia y espontaneidad otros episodios, y citó en su literalidad palabras de 

calibre tan soez que, por respeto a la señora María Patricia, la Sala se abstiene de 

transcribir, bastando con señalar que, en decir de la testigo, constituían el trato constante 

que en la intimidad del hogar le brindaba el padre a su madre. 

 

También en el año 2017, se presentó otro altercado en el que el señor Jorge Enrique 

blandió un arma de fuego contra su esposa y le insinuó, como acostumbraba, que se 

mataran juntos, ante lo cual debieron intervenir sus hijos y decirle: “No papi, no haga 

eso, mire por favor, respétenos a nosotros”. 

 

En octubre del mismo año, cuando tuvo lugar el mentado viaje a Estados Unidos, su 

madre le contó que tuvieron una discusión de mayor entidad en la que, nuevamente, el 

progenitor la amenazó de muerte, recordando la fecha, más que por el viaje, por coincidir 

con el cumpleaños de una de las nietas del matrimonio analizado, en cuya celebración 

también se presentaron inconvenientes.  

 

Agregó que la última agresión, que trascendió al plano físico con mordeduras y golpes 

contra la madre, acaeció en abril de 2020 cuando, un viernes que contaba con pico y 

cédula,  ésta se acercó a la residencia del cónyuge a reclamar un dinero del que 

aportaba éste para la manutención, encontrándose allí a una mujer desnuda, lo que 

generó un reclamo que redundó en las lesiones que son objeto de estudio actual por la 

Fiscalía General.  

 

3.4.3.4. Ya en lo que respecta a las declaraciones de parte, ha de decirse que la señora 

María Patricia mantuvo coherencia en el relato de los hechos constitutivos de maltrato, 

no solo psicológico y verbal, sino también económico, consumados por el señor Jorge 

Enrique, detallando en extenso los eventos de 2017, cuando en varias oportunidades el 

demandado la amenazó con arrojarle ácido de batería, asesinarla y tirarla a un lugar 

donde no pudieran encontrarla; situaciones que fueron su mayor impulso para deprecar 

la ruptura del laso marital.  

 

Por su parte, el señor Jorge Enrique Mafla declaró al Despacho desconocer los hechos 

que generaron, por ejemplo, las medidas de protección adoptadas en 2014, siendo falaz 

lo vertido en cuanto a amenazas o maltratamientos para la esposa o los hijos, pues 

cuando tenían vida común solían pasear frecuentemente e ir mucho a Cartago [Sic]. 

Agregó que la señora María Patricia tenía un carácter fuerte y fue quien suscitó los 

impases del 2020, sobre los cuales no existía aún un pronunciamiento de fondo que lo 

declarara responsable.  

 

3.4.3.5. Por último, en lo atañedero a la prueba documental, debe destacarse que las 

únicas arrimadas al plenario con miras a acreditar los hechos de maltrato, son la solicitud 

de medida de protección por violencia intrafamiliar, resuelta de fondo el 15 de enero de 

2014 por la Comisaría Tercera de Familia de Manizales, cuya titular tuvo por responsable 

al señor Jorge Enrique, a quien se le prohibió ejercer nuevos actos de violencia contra 

su esposa y adoptar las acciones necesarias para cesarlos.  
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También milita la denuncia penal formulada por la señora Arango Vélez contra el señor 

Mafla por las lesiones infligidas en abril de 2020, misma que desde ya advierte la 

Colegiatura, será tomada como indicio de las conductas agresivas persistentes del 

demandado, que no como prueba fundamental de la decisión a tomarse, por cuanto las 

anteriores probanzas resultan suficientes para colegir la estructuración de la causal 

analizada; razón que conduce a tener por superfluo el estudio del argumento presentado 

por el togado recurrente, a cuyo tenor las copias de esas diligencias se allegaron sin 

apego a las normas del derecho probatorio.  

 

3.4.3.6. Con todo lo narrado, la Colegiatura puede afirmar sin asomo de dudas que, en 

efecto, al interior del proceso incoado por la señora María Patricia Arango Vélez, se 

configuró a plenitud la causal contenida en el numeral 3 del artículo 154 del Código Civil, 

modificado por el artículo 6 de la Ley 25 de 1992, “Los ultrajes, el trato cruel y los 

maltratamientos de obra”, pues nótese como todas las declaraciones apuntaron a 

acreditar el carácter agresivo, supremacista, amenazante y despectivo del señor Jorge 

Enrique Mafla en el trato para con su esposa, mismo que se evidenció sistemáticamente 

desde los albores de la relación hasta octubre de 2017, cuando las amenazas 

alcanzaron tal nivel que condujeron a la terminación total de la relación y posterior 

promoción del proceso que se trata, la cual se dio en julio de 2018, lapso que no supera 

el año contemplado para reclamar la declaratoria del denominado “divorcio sanción”. 

 

Consisten tales ultrajes, en las constantes agresiones verbales que lindan incluso con la 

violencia sexual, al dirigirse contra la señora afirmaciones de burla, por ejemplo, al 

carecer de útero por motivos de salud o cualquiera sea la causa; situación que de ningún 

modo habilitaba a la pareja para despreciarla bajo conceptos soeces, que ahondaron en 

el trato de desprecio predominante de que fue objeto la señora Arango Vélez desde 

tiempo atrás. 

 

Y es que, contrario a lo ocurrido con las manifestaciones de la accionante -que se vieron 

respaldadas, incluso, por las afirmaciones de los testigos que citó la contraparte- ningún 

elemento de convicción se ocupó en arrimar el demandado para soportarlas, distinto a 

sus propias elucubraciones sobre ser falaces las múltiples acusaciones que en su contra 

hicieron, no solo las amigas de su pareja, sino también la hija  común y las autoridades 

competentes en la materia; por lo que, creer en su inocencia al respecto, sería sí un acto 

de fe de los que, como indica su propio apoderado, están proscritos en el derecho 

probatorio.  

 

Hallándose demostrados dichos eventos, lamentables por demás en una relación 

emanada de tan nobles sentimientos como los que conllevan a contraer nupcias, no 

podría esta Corporación pasarlos por alto y permitir que, tras los abusos y amenazas 

persistentes de que fue objeto la señora María Patricia Arango Vélez, se omitiera la 

condena de responsabilidad que le asiste al esposo, de quien se itera, están más que 

probadas las conductas lesivas de índole verbal y material contra la integridad de su 

señora esposa, a quien a más de deberle ayuda monetaria o fidelidad, debió proveerle 

respeto constante aún si hubiera cesado la convivencia u otro elemento de los que 

estructuran las obligaciones maritales.  
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3.5. Cuestión final 

 

Atendiendo a la imperiosa obligación que le asiste a los funcionarios judiciales de aplicar 

perspectiva de género en los asuntos puestos a su conocimiento y por ende en las 

decisiones que profieran10, y probado como está que la demandante principal fue víctima 

de violencia psicológica por parte de su cónyuge, configurándose así la causal contenida 

en el numeral 3 del artículo 154 del Código Civil, resulta necesario advertirle a ésta sobre 

la prerrogativa que le asiste de ser reparada integralmente en los términos de la 

Convención Belém Do Pará, que forma parte de nuestro ordenamiento en virtud del 

bloque de constitucionalidad, aplicable a casos como éste según lo prevé la Corte 

Constitucional en la sentencia de unificación SU-080 de 2020.11  

 
3.6. Conclusión  

 

Tras las consideraciones anteriores, impera confirmar la sentencia confutada, pues 

aunque le asiste razón al recurrente en afirmar que en  la declaratoria de algunas de 

las causales subjetivas -de manera puntual la infidelidad- se realizó un deficiente 

análisis probatorio, lo que en principio permitiría tener por próspera la excepción en tal 

sentido planteada, no ocurrió lo mismo con el abandono injustificado de las 

obligaciones matrimoniales y, principalmente, las graves situaciones de maltrato que 

resultaron acreditadas y se erigen en motivo principal de la cesación de los efectos del 

matrimonio católico celebrado entre las partes el 8 de junio de 1987, conduciendo de 

este modo a mantener el fallo, el que se adicionará para advertir a la accionante sobre 

la posibilidad que le asiste de ser reparada por la violencia de que fue víctima. 

  

3.6.  Costas 

 

Ante la falta de réplica a la alzada por parte de la demandante principal y al tenor de lo 

autorizado en el artículo 365 del Código General del Proceso, la Colegiatura se abstiene 

de condenar en costas en esta instancia al recurrente, pues se entienden no causadas. 

 

IV. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Manizales, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR CON ADICIÓN la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2020 por el Juzgado Cuarto de Familia de Manizales, Caldas, dentro del proceso de 

Cesación de Efectos Civiles de Matrimonio Católico, instaurado por la señora María 

Patricia Arango Vélez en contra del señor Jorge Enrique Mafla.   

 

SEGUNDO: ADICIONAR la sentencia, para PONER en conocimiento de la demandante, 

señora María Patricia Arango Vélez,  la sentencia de unificación SU-080 de 2020 proferida 

                                                           
10 Tal como lo ha dicho la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, entre otras en la sentencia STC2287-2018 (21 

de febrero), Rad. 2017- 00544-01, M.P. Margarita Cabello Blanco.  
11 Proferida el 25 de febrero de 2020,  M.P. José Fernando Reyes Cuartas 
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por la Corte Constitucional, advirtiéndole sobre la prerrogativa que le asiste de ser 

reparada integralmente en los términos de la convención aludida en las consideraciones, 

para lo cual podrá iniciar las actuaciones respectivas. 

 

TERCERO: Por Secretaría, NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes e intervinientes 

de conformidad con lo establecido en el Decreto Legislativo 806 de 2020 y el Acuerdo 

PCSJA20-11556. Hecho lo anterior, DEVUÉLVASE el expediente al Despacho de 

origen para lo de su competencia. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

Los Magistrados, 

 

 

ÁNGELA MARÍA PUERTA CÁRDENAS   

 

 

ÁLVARO JOSÉ TREJOS BUENO                 JOSÉ HOOVER CARDONA MONTOYA 
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